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El Congreso de Colombia 

DECRETA:

ARTÍCULO 1º: OBJETO DE LA LEY.

La presente ley tiene por objeto regular la titularidad de derechos fundamentales constitucionales para las personas jurídicas.

ARTÍCULO 2º: TITULARES DE DERECHOS FUNDAMENTALES CONSTITUCIONALES.

Son titulares de los derechos fundamentales constitucionales, todas las personas jurídicas públicas o privadas, que desarrollen funciones públicas o no, en la medida en que según la esencia, atributo o naturaleza de los bienes protegidos les sean aplicables, sirvan para protegerse directamente y por si mismas los fines para los que han sido constituidas, o para proteger indirectamente los derechos fundamentales constitucionales de las personas naturales asociadas, cuando están en peligro los derechos de estas, que por razón de la persona jurídica se ven amenazados o vulnerados.

ARTÍCULO 3º: DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD DE CONCIENCIA.

El derecho fundamental a la libertad de conciencia, debe ser objeto de regulación especial por el Congreso de la República, para evitar abusos y exageraciones, limitando el derecho para determinadas personas naturales y jurídicas a situaciones determinadas en las que no pueden ser obligados a actuar contra su conciencia, relacionados con bienes jurídicos que protege la Constitución Política.
ARTÍCULO 4º: DE LA VIGENCIA DE LA PRESENTE LEY.

La presente ley rige a partir de su expedición y deroga las demás norma que le sean contrarias.
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“POR LA CUAL SE REGULA LA TITULARIDAD DE DERECHOS FUNDAMENTALES CONSTITUCIONALES PARA LAS PERSONAS JURÍDICAS”
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. INTRODUCCIÓN.

Los derechos fundamentales son el centro de la Carta Superior, siendo esta fuente de fuentes del derecho, norma de normas. Sobre la titularidad de estos, el tema solo ha sido tratado por la doctrina y la jurisprudencia constitucional, siendo hora de que el legislador atienda este tema tan importante y lo regule a través de la ley, lo que genera una mayor garantía, seguridad jurídica y efectividad de estos derechos. 

Para esta exposición de motivos se tuvo en cuenta, la Constitución Política, el Código Civil, así como la doctrina y jurisprudencia constitucional Colombiana. 

Esta iniciativa da lugar a que las personas jurídicas ostenten la titularidad de los derechos fundamentales, en la medida en que según la esencia, atributo o naturaleza de los bienes protegidos les sean aplicables, sirvan para protegerse directamente y por si mismas los fines para los que han sido constituidas, o para proteger indirectamente los derechos fundamentales constitucionales de las personas naturales asociadas, cuando están en peligro los derechos de estas, que por razón de la persona jurídica se ven amenazados o vulnerados. 

1. OBJETO DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA.

La presente ley tiene por objeto regular la titularidad de derechos fundamentales constitucionales para las personas jurídicas, siendo titulares de los derechos fundamentales constitucionales, todas las personas jurídicas públicas o privadas, que desarrollen funciones públicas o no; en la medida en que según la esencia, atributo o naturaleza de los bienes protegidos les sean aplicables, sirvan para protegerse directamente y por si mismas los fines para los que han sido constituidas, o para proteger indirectamente los derechos fundamentales constitucionales de las personas naturales asociadas, cuando están en peligro los derechos de estas, que por razón de la persona jurídica se ven amenazados o vulnerados. 

1.1. TRÁMITE DEL PROYECTO DE LEY 
Por razón que la presente iniciativa legislativa, regula derechos fundamentales, corresponde al Congreso dar trámite al proyecto conforme corresponde a las leyes estatutarias, según lo estipulado en el artículo 152 constitucional. 

2. TITULARIDAD DE DERECHOS FUNDAMENTALES PARA LAS PERSONAS JURÍDICAS

Son pocas las constituciones que tratan concretamente el tema de los derechos fundamentales de las personas jurídicas, tan solo en la Constitución Alemana y la Portuguesa traen referencia específica; sin embargo en la mayoría de los artículos de la Constitución Política Colombiana que tratan los derechos fundamentales o no, dicen “Toda persona tiene derecho”, o “Todas las personas tienen derecho”, o “Nadie será molestado”, sin que se este determinando que se este haciendo alusión solamente a las personas naturales, tal expresión “Toda persona” o “Nadie”, comprende tanto a las personas naturales como a las jurídicas; por cuanto para la plena efectividad de los derechos fundamentales no se puede considerar a los individuos asiladamente, pues las personas también se pueden encontrar insertos en organizaciones y grupos, cuyo objeto o finalidad sea la de ejecutar intereses ajustados a ciertos valores y principios, o a defender determinados objetivos, o meramente intereses económicos, o todos integrados, lo que requiere y exige reconocer que la titularidad de estos derechos corresponden tanto a personas naturales, como a las jurídicas a las que estos pertenecen. 

Para más claridad respecto de a que clase de personas hace alusión la Constitución, la respuesta la encontramos en los artículos 92 y 95 Superior: 

El artículo 92 constitucional determina la clasificación de las personas, en personas naturales y personas jurídicas, cuando dice “Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar de la autoridad competente la aplicación de las sanciones penales o disciplinarias derivadas de la conducta de las autoridades públicas”, otorgándole un derecho a la persona jurídica inherente a la persona natural, a la persona humana, del fuero de esta. Clasificación que es corroborada por la misma Carta en el artículo 355, el que a la letra dice “Ninguna de las ramas u órganos del Poder Público podrá decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado”. 

Sin embargo la lectura del artículo 95 Superior, despeja cualquier duda para quienes aún subsiste, respecto del término “persona” y su significado para el Constituyente Primario, “… Toda persona esta obligada a cumplir la Constitución y las leyes. Son deberes de la persona y del ciudadano: …”, en este artículo primero incluye a toda persona natural
 o jurídica, pero para más claridad inmediatamente circunscribe no solo a la persona natural y jurídica sino al ciudadano, entendiendo como tal a los mayores de dieciocho años exclusivamente, conforme lo consagra el parágrafo del artículo 98 Constitucional. 

Es de entenderse así, pues si el Constituyente Primario hubiese querido referirse solamente a las personas naturales, así lo habría plasmado claramente, como lo hizo en varios artículos de la Carta Superior, que no utilizo la palabra “personas”, sino que plasmo “seres humanos”, “todo ciudadano”, “todos los colombianos”, “todos los nacionales”. Ejemplo de ello son lo siguientes artículos: 

· Artículo 17 “Se prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas sus formas.”.

· Artículo 40 “Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, para hacer efectivo este derecho puede:…”

· Artículo 51 “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna…”;

· Artículo 107 “Se garantiza a todos los nacionales el derecho a fundar, organizar y desarrollar partidos…” (la negrilla no es del texto). 

Siendo necesario para garantizar los derechos fundamentales de las personas naturales que se asocian conformando personas jurídicas, reconocer a estas la titularidad de los derechos fundamentales o no pero consagrados en la Carta Política, en la medida en que según la esencia, atributo o naturaleza de los bienes protegidos le sean aplicables a ellas, por atentar contra los derechos fundamentales de las personas naturales que conforman a las personas jurídicas, atendiendo los fines de la persona jurídica, en aras de proteger no solo los fines para los que ha sido constituida, sino los derechos de las personas naturales que con ocasión de la persona jurídica se ven amenazados o vulnerados.

Lo cual se ajusta plenamente al artículo 38 de la Constitución Política, que determina que: 

“Se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las diferentes actividades que las personas realizan en sociedad”.

Artículo ídem que plasma claramente el querer del Constituyente Primario de reconocer la figura de la libre asociación, sin restringirla a si se trata o no de meros intereses empresariales o patrimoniales, o de simple asociación para actividades sociales, religiosas, recreativas, etc., dotados de personalidad pues conforme al tenor literal del artículo 14 Superior “Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica”.

Es así que los derechos fundamentales que a continuación se relacionan corresponden tanto a personas naturales, como a personas jurídicas, no solo por existir una intima conexión con los derechos de las personas naturales que conforman las personas jurídicas, lo que hace que los derechos de los asociados se hagan extensivos a estas, sino porque como ya se demostró el Constituyente primario así lo quiso. Dicho de otra manera los derechos fundamentales inherentes a la persona humana, corresponden a la persona jurídica por ser asimilados automáticamente por esta, por la voluntad implícita de los asociados al constituirla, simplemente es cuestión de razonabilidad.

Los derechos fundamentales en el sub judice son los señalados expresamente en la Constitución Política en el Título II, Capítulo primero y de los que existe una intima relación y conexión entre las personas naturales que hacen parte de las personas jurídicas, estos son: derecho a la vida –respeto a su existencia jurídica- (art. 11), a la igualdad (art. 13), a la personalidad jurídica (art. 14), al buen nombre y a la inviolabilidad de la correspondencia y demás formas de comunicación privada (art. 15), al libre desarrollo de su personalidad (art. 16), a la libertad de conciencia (art. 18), a la libertad de cultos (art. 19), a la libertad de expresar y difundir su pensamiento (art. 20), a la honra (art. 21), a la paz (art. 22), a presentar peticiones respetuosas a las autoridades y organizaciones privadas (art. 23), a la libertad de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra (art. 27), a ser libre, a no ser molestado en su persona, ni su domicilio registrado sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley (inviolabilidad de domicilio) (art. 27), al debido proceso (art. 29), a apelar o consultar las sentencias judiciales (art. 31), a no declarar contra si mismo (art. 33), a reunirse y manifestarse publica y pacíficamente (art. 37), a la libre asociación (art. 38), a la libertad de asociación sindical (art. 39). 
Los demás derechos que no son contemplados por la Constitución Política como fundamentales, sino que son tratados en el Titulo 1 Capítulos 2 y 3 como “derechos sociales, económicos y culturales” y “derechos colectivos y del ambiente”, son derechos que indiscutiblemente corresponden tanto a las personas naturales como a las jurídicas, tales como el derecho a la propiedad privada (art. 58), a la propiedad intelectual (61), a fundar establecimientos educativos (art. 68), a la autonomía universitaria (art. 69), a acceder a los documentos públicos (art. 74), acceso al uso del espectro electromagnético (art.76 C.), a gozar de un ambiente sano (art. 79).
Por tanto, las personas jurídicas pueden hacer uso de los mecanismos de protección señalados tanto en la Constitución en el Titulo 1 Capitulo 4, así como los demás que determine la ley, mecanismos tales como la acción de tutela (art. 86 C. P), acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo (art. 87 C. P), solicitar de la autoridad competente la aplicación de las sanciones penales (art. 92 C. P), entre otros.

Así mismo las personas jurídicas deben cumplir con los deberes y obligaciones que consagra la Carta Superior, norma de normas, en su artículo 95, precepto este que no hace acepción de personas naturales o jurídicas, involucrándolas a ambas, así:

Las personas jurídicas están obligadas a cumplir la Constitución y las leyes y a:

1. Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios;

2. Obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas;

3. Respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener la independencia y la integridad nacionales, apoyo que efectuara a través de sus asociados;

4. Defender y difundir los derechos humanos como fundamento de la convivencia pacífica;

5. Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país, participación política que cumplirá a través de sus asociados;

6. Propender al logro y mantenimiento de la paz;

7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia;

8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano;

9. contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad. 
2. 1. TITULARIDAD DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LAS PERSONAS JURÍDICAS PRIVADAS.

Por lo expuesto, es claro que las personas jurídicas pueden ser sujetos titulares de los derechos fundamentales constitucionales y constitucionales, que le corresponden a las personas naturales que integran a las personas jurídicas, atendiendo los fines de la persona jurídica, en aras de proteger no solo los fines para los que ha sido constituida, sino los derechos de las personas naturales que con ocasión de la persona jurídica se ven amenazados o vulnerados.

De otra parte es evidente que si el Constituyente Primario garantizo el derecho a la libre asociación consagrándolo como un derecho fundamental constitucional, para el desarrollo de las diferentes actividades que las personas realizan en sociedad, es obvio que las diversas formas de asociación que las personas naturales generen para ejecutar sus variadas actividades, deben ser titulares de los derechos fundamentales o no, siempre y cuando estos derechos protejan los fines para los que han sido conformadas o constituidas, personas jurídicas que actuarían como titulares de un derecho propio, personal y no solo en defensa de un interés legitimo dentro de un ámbito colectivo y social, protegidos constitucionalmente, titularidad de derechos que da lugar a la consecución de los fines para la cual unas personas naturales se asocian para constituirse en una persona jurídica, con el objeto de lograr el desarrollo de una actividad que debe ser protegida con la titularidad de los derechos fundamentales, que le son atribuibles para la defensa de los intereses de las personas naturales que las conforman y que las crearon en ejercicio de sus derechos fundamentales.

Algunos podrían decir, ¿como una persona jurídica puede ser titular de los derechos fundamentales de la libertad de conciencia, o el de la honra?.

La demostración de que las personas jurídicas son titulares de estos derechos fundamentales es sencilla, primero, el Constituyente Primario así lo quiso, como ya quedo demostrado, y segundo, porque las personas jurídicas representan la conciencia y la honra de sus asociados, de quienes las integran, de las personas naturales que constituyeron a la persona jurídica, la conciencia de la persona jurídica es la misma conciencia de las personas naturales que la componen.

La persona jurídica y sus asociados, personas naturales pueden ver lesionado su derecho al honor, por ejemplo, a través de publicaciones de hechos falsos en relación con la persona jurídica que no solo afectan a esta, sino a las personas naturales que la componen. Y también ver lesionado su derecho a la libertad de conciencia, por ejemplo, cuando su objeto es la salud, y se le ordena practicar un aborto, o la eutanasia, o siendo un profesional del derecho al frente de una notaria y se le obliga a casar a una pareja cuyas inclinaciones sexuales no corresponden a las heterosexuales; o cuando la persona natural pertenece a las fuerza militares y se da lugar a tratos crueles y demás conductas que plasma el artículo 12 constitucional, o cuando se le ordena dar muerte a alguien fuera de combate y conductas que además de ser inconstitucionales, su conciencia no le permite actuar así.

En cuanto al derecho a la libertad de conciencia, el poder legislativo debe regularlo, facultad que le compete al Congreso de la República en uso de la amplia configuración legislativa que le corresponde, para evitar abusos y exageraciones, limitándolo el derecho para determinadas personas naturales y jurídicas a situaciones determinadas en las que no pueden ser obligados a actuar contra su conciencia, relacionados con bienes jurídicos que protege la Constitución Política.
2.2. TITULARIDAD DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 

 DE LAS PERSONAS JURÍDICAS NACIONALES O 

 EXTRANJERAS, PÚBLICAS O PRIVADAS. 
Esta iniciativa esta de acuerdo con los argumentos esgrimidos que se ajustan a la Carta Superior en la Sentencia T- 723 de 2005
 de la Corte Constitucional, de la que a continuación se transcriben unos apartes, es así que las personas jurídicas tanto públicas como privadas, nacionales o extranjeras son titulares de derechos fundamentales y están legitimadas para demandar la tutela de sus derechos.

“A. Los derechos fundamentales de las personas jurídicas.
El artículo 86 de la Constitución Política consagra la acción de tutela como un mecanismo excepcional de protección de los derechos fundamentales de las personas, sin hacer distinción entre personas naturales y jurídicas ni entre los derechos fundamentales de unas y otras, lo cual enseña que la persona jurídica, nacional o extranjera, pública o privada, es titular de derechos fundamentales.

Las personas jurídicas tienen, sin excepción, derechos fundamentales y están cobijadas por las garantías constitucionales que aseguran su ejercicio, así como por los mecanismos de defensa que el orden jurídico consagra. De allí que la Corte Constitucional haya sostenido desde sus primeras sentencias que son titulares no solamente de los derechos fundamentales en sí mismos sino de la acción de tutela para obtener su efectividad cuando les sean conculcados o estén amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular (art. 86 C. P.)” (la negrilla no es del texto).

3.  ANTECEDENTES DE DOCTRINA Y JURISPRUDENCIA

COLOMBIANA.

Esta iniciativa esta de acuerdo con la Corte Constitucional en que las personas jurídicas sí son titulares de derechos fundamentales,
 por los argumentos atrás transcritos, identificándonos más con los argumentos de la Sentencia de Tutela 411 de 1992, los que en cierta manera concuerdan con los expuestos al iniciar la exposición de motivos de este proyecto de ley, en cuanto a que las personas jurídicas poseen derechos constitucionales fundamentales por dos vías: a) indirectamente: cuando la esencialidad de la protección gira alrededor de la tutela de los derechos constitucionales fundamentales de las personas naturales asociadas y b) directamente: cuando las personas jurídicas son titulares de derechos fundamentales, no porque actúan en sustitución de sus miembros, sino que lo son también por sí mismas, siempre, claro está, que esos derechos por su naturaleza sean ejercitables por ellas mismas; es así que reiteradamente la Corte Constitucional ha considerado que las personas jurídicas son titulares de los derechos fundamentales constitucionales, observemos como ha sido durante los años 1992, 1993, 1995, 1996, 1997, 1998, en los que con argumentos de orden constitucional así lo sustento, no habiendo sido de ninguna manera demostrada posteriormente su no constitucionalidad.
3.1. PERSONAS JURÍDICAS TITULARES DE LA ACCIÓN DE TUTELA CUANDO ACUDEN A LA PROTECCIÓN DE SUS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
· Al igual que se ha expuesto en esta exposición de motivos la Corte ha considerado ajustada a la Constitución Política que las personas jurídicas son titulares de derechos fundamentales, por no ser estos exclusivos de los individuos, pues estas son el vehiculo para garantizar los derechos fundamentales constitucionales de las personas naturales, por encontrarse estas incrustadas en grupos y organizaciones que las representan en la construcción y ejecución de intereses comunes o en la defensa, protección o conservación de determinadas esferas de libertad, obsérvese como se ha pronunciado la Corte también, en cuanto a que las personas jurídicas son titulares de la Acción de Tutela:
“…Tutela ejercida por persona jurídica.
El artículo 86 de la Constitución establece que toda persona tendrá acción de tutela, así:

"Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales" (subrayas y negrillas fuera del texto).

El artículo 10º del Decreto 2591 de 1.991 establece: "La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquier persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante...” (subrayas y negrillas fuera del texto).

En el derecho colombiano se distinguen dos tipos de personas, a saber: las personas naturales y las personas jurídicas (artículo 73 del código civil).

 a) Personas naturales: son absolutamente todos los seres humanos (artículo 74 del código civil).

b) La persona jurídica: el artículo 633 del código civil las define de la siguiente manera:

"Se llama persona jurídica, una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extra judicialmente".

Sobre la titularidad de las personas jurídicas respecto de la acción de tutela, esta Sala considera que ellas son ciertamente titulares de la acción. Para los efectos relacionados con la titularidad de la acción de tutela se debe entender que existen derechos fundamentales que se predican exclusivamente de la persona humana, como el derecho a la vida y la exclusión de la pena de muerte (artículo 11); prohibición de desaparición forzada, torturas, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (artículo 12); el derecho a la intimidad familiar (artículo 15); entre otros.

Pero otros derechos ya no son exclusivos de los individuos aisladamente considerados, sino también en cuanto se encuentran insertos en grupos y organizaciones, cuya finalidad sea específicamente la de defender determinados ámbitos de libertad o realizar los intereses comunes. En consecuencia, en principio, es necesario tutelar los derechos constitucionales fundamentales de las personas jurídicas, no per se, sino que en tanto que vehículo para garantizar los derechos constitucionales fundamentales de las personas naturales, en caso concreto, a criterio razonable del Juez de Tutela. 

Otros derechos constitucionales fundamentales, sin embargo, las personas jurídicas los poseen directamente: es el caso de la inviolabilidad de la correspondencia y demás formas de comunicación privada (artículo 15 de la Constitución), la libertad de asociación sindical (artículo 38); el debido proceso (artículo 29), entre otros. 

Luego las personas jurídicas poseen derechos constitucionales fundamentales por dos vías:

 a) indirectamente: cuando la esencialidad de la protección gira alrededor de la tutela de los derechos constitucionales fundamentales de las personas naturales asociadas.

b) directamente: cuando las personas jurídicas son titulares de derechos fundamentales no porque actúan en sustitución de sus miembros, sino que lo son por sí mismas, siempre, claro está, que esos derechos por su naturaleza sean ejercitables por ellas mismas.

La interrelación entre el Estado y las personas jurídicas se traduce tanto en la participación de los ciudadanos en la organización del Estado, como en una ordenación de entidades de carácter social en cuanto a que su actividad presente un interés público relevante. Su libre creación y actuación esta garantizada tanto en la Constitución (artículos 38, 103 y 355) como en la ley.

Esta tesis ha sido adoptada por el derecho comparado, así: el artículo 162.1.b. de la Constitución española reconoce expresamente la acción de amparo para personas naturales y jurídicas; y la Ley Fundamental alemana, en su artículo 19.III., dispone lo mismo.

Observa la Sala, que en este orden de ideas, al solicitante, Señor José Felipe Tello Varón, los dos factores por los cuales presentó la solicitud de tutela lo legitiman para ser considerado titular de dicha acción, ya que actuó tanto como persona natural como en calidad de representante legal de la Sociedad Molino Granarroz Ltda, tal como consta en el certificado de la Cámara de Comercio de Villavicencio que adjuntó al escrito de solicitud.”

· Es así que la Corte Constitucional en años posteriores en 1993 y 1996, considero que si bien la persona jurídica no es titular de los derechos inherentes a la persona humana, no era menos cierto que era titular de los derechos fundamentales asimilados por razonabilidad a ella, y por tal razón también titular del derecho a la Acción de Tutela, al respeto manifestó:

“La Sección segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado al rechazar la acción de tutela interpuesta por la Cooperativa Integral Frigorífica del Sur "Cooinfrisur Ltda.", ha reiterado, una vez más, lo sostenido por esa Corporación, en el sentido de que las personas jurídicas carecen de derechos fundamentales, y, en particular de la titularidad de la acción de tutela, entendiendo que tales son lo que la doctrina universal llama "derechos humanos", que sólo se predican de las personas naturales. Con ello, el Consejo de Estado insiste en desconocer la también reiterada jurisprudencia de esta Corte, intérprete autorizada de la Constitución, en la cual se ha establecido, con toda claridad, que las personas jurídicas sí son titulares de derechos fundamentales y que, por tanto, lo son de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la C. P.
Al respecto la Sala considera pertinente transcribir los conceptos vertidos en la Sentencia T-396/93, (M. P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa), en donde se expuso lo siguiente:

"La persona jurídica no es titular de los derechos inherentes a la persona humana, es cierto, pero sí de derechos fundamentales asimilados, por razonabilidad, a ella. No tiene el derecho a la vida, pero sí al respeto a su existencia jurídica (Crf. art. 14 C. P.). Igualmente, se encuentra que por derivación lógica, por lo menos, es titular de derechos constitucionales fundamentales, los cuales se presentan en ella no de idéntica forma a como se presentan en la persona natural. A título de ejemplo, en una enumeración no taxativa, se tienen los siguientes:

"- El derecho a la libertad, en el sentido de poder obrar sin coacción injustificada con conciencia colectiva de las finalidades.

"- El derecho a la propiedad, ya que es una característica esencial de la persona el ser dueña de sí, y, en dicha autoposesión tiene la capacidad de apropiación de cosas exteriores, en las cuales o por medio de las cuales manifiesta la expresión de su personalidad. Toda persona necesita de la propiedad para ejercer su capacidad esencial de apropiación.

"- El derecho a la igualdad en derecho y a tener condiciones de proporcionalidad en las relaciones con otros sujetos de derecho. Sin la existencia del derecho a la igualdad, se hace imposible la relación de justicia, y como la persona jurídica debe existir en la realización de un orden social justo, se colige que necesita del derecho a la igualdad.

"- El derecho al buen nombre, porque es un elemento de trascendencia social, propio de todo sujeto de derecho, que busca el reconocimiento y la aceptación social, con el fin de proyectar nos sólo su imagen, sino su mismo ser en la convivencia social. Las personas naturales que conforman la persona jurídica se verían afectadas si el todo que las vincula no es titular del buen nombre como derecho. Hay un interés social que legitima la acción de reconocimiento, por parte del Estado y de la sociedad civil, del buen nombre que ha adquirido un ente colectivo, porque ello necesariamente refleja el trabajo de las personas humanas en desarrollar la perfección de un ideal común objetivo.

"- El derecho al libre desarrollo de la personalidad se encuadra también en la persona jurídica, en el sentido de garantizar su funcionamiento, en la no obstaculización de la actividad de ese ente colectivo en aras de realizar el fin racional legítimo que se propone.

"- La libertad de cultos es el claro ejemplo que la jurisprudencia colombiana ha reconocido a la expresión colectiva y personalizada de una profesión religiosa. V.gr. La personalidad jurídica de la Iglesia Católica y de varias personas jurídicas que tienen un contenido netamente religioso, en virtud de la unidad de fines y de los vínculos estrechos de fraternidad, hacen que se presenten entes colectivos como un todo ante la sociedad en general, y que puedan expresar su profesión religiosa en comunidad personalizada.

"- La libertad de expresión: Igualmente hay dos ocasiones en que la persona jurídica puede expresar libremente sus opiniones y pensamiento (así sea fruto del consenso interno). Verbi gracia: una fundación que busque la promoción de la investigación científica, puede, perfectamente, publicar sus conceptos e hipótesis, con plena libertad.

"- El derecho al debido proceso: el derecho al debido proceso, por cuanto la persona jurídica necesita de las garantías de aplicación que existe el orden social justo, de suerte que sus derechos no se vean amenazados en la eventualidad de un proceso, sino, por el contrario, protegidos, y así se concreten en ella las garantías fundamentales con que cuenta toda persona.

"- El derecho a la honra de la persona jurídica puede existir como el reconocimiento a los actos virtuosos de sus miembros en el obrar colectivo y solidario.

"- El derecho a la libre asociación, en cuanto es manifestación de la sociabilidad del ser humano y fundamento de la existencia de las personas jurídicas. Se trata de la dimensión solidaria de la personalidad.

"- Igualmente, el derecho de petición, la libertad de enseñanza, y el derecho a la apelación.

"En conclusión. La persona jurídica es titular de derechos fundamentales y de la acción de tutela de que habla el artículo 86 Superior, y por ello es jurídicamente inaceptable que se le someta a la discriminación de no considerarla como titular de unas garantías que el Estado Social de Derecho ha brindado, por lógica manifestación de los fines que persigue, a toda persona, sin distinción alguna.

"Negar la titularidad de la persona jurídica de derechos fundamentales en aras de exaltar la individualidad humana, es un contra sentido que en última instancia, va contra el mismo individuo de la especie humana, que ve relativizado y más aún, desprotegido, su fin racional, que requiere del concurso personificado y autónomo de sus iguales.

"Por este motivo la Sala considera pertinente dejar sentado que es de recibo una acción de tutela por parte de las personas jurídicas, siempre y cuando acuda a la protección de sus derechos fundamentales".

Esta misma jurisprudencia ha sido sostenida invariablemente por la Corporación, en innumerables fallos entre los cuales cabe citar además, a manera de ejemplo, los siguientes: Sentencia T-411 del 17 de junio de 1992, (M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero); Sentencia T-430 de 24 de julio de 1992 (M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero); Sentencia T-201 de 26 de mayo de 1993 (M.P. Dr. Hernando Herrera Vergara) y Sentencia T-573 de 1994 (M.P. Dr. Fabio Morón Díaz).”
 (negrilla y subrayado no son del texto).
· Años después en 1998, la Corte Constitucional reitero que dentro de los derechos de las personas jurídicas estaban los derechos fundamentales constitucionales, los cuales estaban las autoridades obligados a respetar y a hacer que les sean respetados, derechos que están ligados estrechamente a su existencia misma, y que por tanto también eran titulares de la Acción de Tutela, veamos: 

“Hay derechos de las personas jurídicas, que ellas pueden reclamar dentro del Estado Social de Derecho y que las autoridades se obligan a respetar y a hacer que les sean respetados. Y, claro está, entre la inmensa gama de derechos que les corresponden, los hay también fundamentales, en cuanto estrechamente ligados a su existencia misma, a su actividad, al núcleo de las garantías que el orden jurídico les ofrece y, por supuesto, al ejercicio de derechos de las personas naturales afectadas de manera transitiva cuando son vulnerados o desconocidos los de aquellos entes en que tienen interés directo o indirecto. La naturaleza propia de las mismas personas jurídicas, la función específica que cumplen y los contenidos de los derechos constitucionales conducen necesariamente a que no todos los que se enuncian o se derivan de la Carta en favor de la persona humana les resulten aplicables. Pero, de los que sí lo son y deben ser garantizados escrupulosamente por el sistema jurídico en cuanto de una u otra forma se reflejan en las personas naturales que integran la población, la Corte Constitucional ha destacado derechos fundamentales como el debido proceso, la igualdad, la inviolabilidad de domicilio y de correspondencia, la libertad de asociación, la inviolabilidad de los documentos y papeles privados, el acceso a la administración de justicia, el derecho a la información, el habeas data y el derecho al buen nombre, entre otros. En conexidad con ese reconocimiento, las personas jurídicas tienen todas, sin excepción, los enunciados derechos y están cobijadas por las garantías constitucionales que aseguran su ejercicio, así como por los mecanismos de defensa que el orden jurídico consagra. De allí que son titulares no solamente de los derechos fundamentales en sí mismos sino de la acción de tutela para obtener su efectividad cuando les sean conculcados o estén amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular…”

3. 2. PERSONAS JURÍDICAS TITULARES DE DERECHOS Y OBLIGACIONES, Y DE DERECHOS FUNDAMENTALES.

· Para la Corte Constitucional las personas jurídicas son verdaderas personas en sentido jurídico, titulares de derechos y obligaciones y en especial titulares de derechos fundamentales, así se pronuncio nuevamente en 1997.

“2. El Derecho al Habeas Data de las Personas Jurídicas.

En relación con la condición de titulares de derechos fundamentales que ostentan las personas jurídicas, esta Corporación, en reiterada jurisprudencia, que una vez más se repite, ha afirmado que por ser capaces de una voluntad racional y autónoma, estos entes colectivos son verdaderas personas en sentido jurídico, esto es titulares de derechos y obligaciones y, en especial, titulares también de derechos fundamentales. En este sentido, en la sentencia T-396 del 16 de septiembre de 1993 se expresaron los siguientes conceptos: "La persona jurídica es apta para la titularidad de derechos y deberes por su racionalidad y por su autonomía. La aptitud es la adecuada disposición para dar o recibir, para hacer o soportar algo, y la persona jurídica puede (tiene la dimensión jurídica de la facultad) y también debe (soporta el deber frente a sus miembros y frente a otras personas jurídicas o naturales); por tanto tiene adecuada disposición para que se le otorguen o reconozcan derechos y deberes.

"La racionalidad y la autonomía hacen que la persona jurídica sea apta para el mundo de los derechos, de los deberes y de las relaciones jurídicas según un principio de igualdad, aunque no de identidad absoluta.

"Este tipo de entidad al ser racional y autónoma es por sí (per se), no por otro, es decir, es persona (personare). De alguna manera es substancial; y todo lo substancial es un supuesto, y el supuesto es sujeto, y si éste es racional y autónomo, sin duda alguna tiene que ser sujeto de derechos y deberes. Luego la persona jurídica es una entidad que se expresa jurídicamente como sujeto de derechos y deberes".

(...)

“Los derechos fundamentales son aquellos que fundan la legitimidad del orden jurídico, por tratarse del reconocimiento que el sistema legal positivo hace unos bienes que son necesarios para la dignidad de la vida humana puesta en relación social. Estos derechos son necesarios, no contingentes tanto para el orden social justo, como para el despliegue jurídico adecuado de la persona. Tuvo el sistema ius filosófico que acudir al origen remoto de tales derechos en el ius naturale que era exclusivo para la persona humana. Luego vino un concepto más depurado, que se fundaba no tanto en la naturaleza humana, sino que se centraba en la dignidad de la persona y surgió el criterio de los derechos individuales del hombre, que luego admitió la socialidad y solidaridad de éste, de suerte que desembocó en los derechos colectivos de las personas, y aquí se encuadra, por vez primera, la titularidad de las personas jurídicas como sujeto de derechos fundamentales, como expresión mancomunada de la idea social de los seres humanos, que tienden a vincularse por medio del derecho, en lugar de disociarse en aras de una mal entendida individualidad. Con el advenimiento de la segunda generación de derechos humanos -que incluye lo social como sujeto de derecho se consolida hoy, en la vigencia plena de la llamada tercera generación de derechos humanos (derechos de los pueblos y reconocimiento de la humanidad como gran persona jurídica sujeto de derecho universales), es contra evidente afirmar que sólo los individuos considerados aisladamente son titulares de los derechos fundamentales, porque ello supone negar toda una evolución jurídica trascendente, en el sentido de que el hombre se realiza como persona también en forma colectiva, y para ello necesita de la protección jurídica tanto desde su dimensión universal, como de su aspecto en sociedades autónomas. (M.P.: Dr. Vladimiro Naranjo Mesa)”

Estando pues claramente establecido que las personas jurídicas son titulares de derechos fundamentales, y por lo tanto de la acción de tutela, resulta necesario precisar, adicionalmente, que de manera específica son titulares del derecho de habeas data ; en ese sentido, en la misma Sentencia, se dijo lo siguiente : “La persona jurídica no es titular de los derechos inherentes a la persona humana, es cierto, pero sí de derechos fundamentales asimilados, por razonabilidad, a ella. No tiene el derecho a la vida, pero sí al respeto a su existencia jurídica (Crf. art. 14 C.P.). Igualmente, se encuentra que por derivación lógica, por lo menos, es titular de derechos constitucionales fundamentales, los cuales se presentan en ella no de idéntica forma a como se presentan en la persona natural. A título de ejemplo, en una enumeración no taxativa, se tienen los siguientes “- El derecho a la libertad, en el sentido de poder obrar sin coacción injustificada con conciencia colectiva de las finalidades. “- El derecho a la propiedad, ya que es una característica esencial de la persona el ser dueña de sí, y, en dicha autoposesión tiene la capacidad de apropiación de cosas exteriores, en las cuales o por medio de las cuales manifiesta la expresión de su personalidad. Toda persona necesita de la propiedad para ejercer su capacidad esencial de apropiación.

“- El derecho a la igualdad en derecho y a tener condiciones de proporcionalidad en las relaciones con otros sujetos de derecho. Sin la existencia del derecho a la igualdad, se hace imposible la relación de justicia, y como la persona jurídica debe existir en la realización de un orden social justo, se colige que necesita del derecho a la igualdad. “- El derecho al buen nombre, porque es un elemento de trascendencia social, propio de todo sujeto de derecho, que busca el reconocimiento y la aceptación social, con el fin de proyectar nos sólo su imagen, sino su mismo ser en la convivencia social. Las personas naturales que conforman la persona jurídica se verían afectadas si el todo que las vincula no es titular del buen nombre como derecho. Hay un interés social que legitima la acción de reconocimiento, por parte del Estado y de la sociedad civil, del buen nombre que ha adquirido un ente colectivo, porque ello necesariamente refleja el trabajo de las personas humanas en desarrollar la perfección de un ideal común objetivo.”

Si las personas jurídicas son titulares del derecho fundamental al buen nombre, en consecuencia lo son también del derecho al habeas data, toda vez que este último derecho, reconocido por el artículo 15 de la Carta Política, existe justamente como garantía de aquel y del derecho a la intimidad personal y familiar. En efecto, la sola lectura del texto constitucional mencionado, pone de relieve que el habeas data, entendido por el constituyente como el derecho de las personas a “conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y archivos de entidades públicas y privadas”, se vincula directamente con los derechos a la intimidad y buen nombre a los que se refiere el primer enunciado del artículo superior en comento.

De esta manera, el habeas data viene a ser como una garantía de estos dos derechos, siendo por lo tanto accesorio de ellos. Así, si le es reconocido a las personas jurídicas el derecho al buen nombre, forzoso es concluir que les debe ser reconocido igualmente el derecho al habeas data, ya que, en este caso, lo accesorio debe seguir la suerte de lo principal. Así las cosas, aprecia la Sala que el fallo de única instancia que fue proferido en la causa que ahora se somete su revisión, erró al afirmar que la sociedad demandante carecía del derecho fundamental al buen nombre y por lo tanto al habeas data, y que por ello no tenía legitimación para interponer la acción de tutela en su defensa.”

· En 1998 la Corte Constitucional, se pronuncio en Sentencia de Unificación, insistió que las personas jurídicas estatales, no estaban exceptuadas de los derechos fundamentales, pronunciándose así: 

 “Dentro de las personas jurídicas, las estatales propiamente dichas así como las de capital mixto -público y privado- no están excluidas de los derechos fundamentales, en lo que se ajuste a su naturaleza, actividad y funciones, toda vez que, por conducto de sus órganos y con indudable repercusión en el interés y en los derechos de los seres humanos, son sujetos que obran con mayor o menor autonomía dentro del cuerpo social, que no puede menos de reconocer su existencia y su influjo, benéfico o perjudicial según cada caso, como tampoco ignorar sus obligaciones, deberes, cargas y prerrogativas. La persona jurídica pública no es un simple enunciado teórico ni una ficción, como durante algún tiempo lo aceptaron la ley y la doctrina, sino una incontrastable y evidente realidad que las normas no ignoran ejerce derechos y contrae obligaciones.” 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE EMPRESAS DE SERVICIOS PUBLICOS-Función pública. 

“Lo que distingue a las empresas de servicios públicos, más que su naturaleza jurídica específica, que puede ser pública o privada, es la función que cumplen, que en todo caso es pública, si bien, en cuanto sujetos que actúan en el mundo jurídico, son titulares de derechos -entre ellos los fundamentales que les son aplicables- y de obligaciones y responsabilidades. Se trata, como puede verse, de entidades activas, reales e individualizables y no tan sólo de personas virtuales.

De su gestión, como sujetos de derecho, depende en buena parte el logro de los objetivos constitucionales de orden social inherentes a la prestación de los servicios públicos, en especial los domiciliarios, de los que hace parte la telefonía. Por tanto, no puede descartarse la posibilidad -tan patente y próxima como la que se tiene en el caso de cualquier ente o individuo gobernado- de que las autoridades, en punto de las funciones que respecto de las empresas de servicios públicos deben ejercer, incurran en actos u omisiones del género previsto en el artículo 86 de la Constitución, que amenacen o violen sus derechos fundamentales.”.
 

4.  IMPORTANCIA DEL PROYECTO DE LEY

Este proyecto de ley es un gran aporte a nuestro sistema normativo positivo, el que se sujeto al valor normativo de la Constitución Política, teniendo en cuenta que los derechos fundamentales son el centro de la Carta Superior, siendo esta fuentes de fuentes y norma de normas del derecho, y que sobre la titularidad de estos, el poder legislativo no se ha pronunciado, siendo tratado únicamente este tema por la doctrina y la jurisprudencia constitucional, correspondiendo al legislador regularlo, como lo esta haciendo con este proyecto de ley. 

Esta iniciativa es de gran importancia para nuestro ordenamiento jurídico colombiano, la que da lugar a que las personas jurídicas ostenten la titularidad de los derechos fundamentales, en la medida en que según la esencia, atributo o naturaleza de los bienes protegidos les sean aplicables, sirvan para protegerse directamente y por si mismas los fines para los que han sido constituidas, o para proteger indirectamente los derechos fundamentales constitucionales de las personas naturales asociadas, cuando están en peligro los derechos de estas, que por razón de la persona jurídica se ven amenazados o vulnerados.

Por lo expuesto, y en atención a que el contenido del proyecto genera una mayor garantía, seguridad jurídica y efectividad de los derechos fundamentales constitucionales, es que esta iniciativa legislativa debe ser ley de la Republica de Colombia. 

Esta iniciativa fue presentada en la Legislatura pasada por la Senadora Claudia Rodriguez de Castellanos, la cual retomo y presento nuevamente.
CLAUDIA JEANNETH WILCHES SARMIENTO
SENADORA

� Sin discriminación de edad, allí incluye niños, niñas y adolescentes


� M. P. Humberto Antonio Sierra Porto.





� Aunque en pocas ocasiones sin argumentos de orden constitucional, sin sustento alguno, se ha pronunciado en sentido contrario, con lo que no estamos de acuerdo, pues no se ajusta a la norma de normas, es decir a nuestra Carta Superior. 


� Sentencia T – 311 de 1992. M. P. Alejandro Martínez Caballero. Sentencia aprobada por la Sala Cuarta de 


 Revisión.


� T – 142 de 1996 y T – 396 de 1993 M. P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Sentencia SU. 182 de 1998


� Sentencia S. U. 182 de 1998.





